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 TOCA 3/2022
EXP. 498/2021-2 

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/2.

	ACTOR Y RECURRENTE: “**********

	AUTORIDAD DEMANDADA:  ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL DENOMINADO SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, cinco de julio de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el uno de febrero de la presente anualidad por la parte moral actora “**********por conducto de su apoderado legal **********, en contra de la resolución de treinta de noviembre de dos mil veintiuno pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal número **********/2021/2, promovido en contra del Organismo descentralizado de la Administración Pública denominado Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los resolutivos siguientes:

“PRIMERO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el considerando Único de la presente resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por correo electrónico a las autoridades demandadas.”
II.- Inconforme con la referida determinación, la parte moral actora “**********por conducto de su apoderado legal **********, interpuso el presente recurso de apelación, por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal el uno de febrero de dos mil veintidós y recibido en esta Sala Superior el ocho siguiente; atendiendo a que por auto de tres de febrero del mismo año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente **********/2021-2.
III.- Por acuerdo de catorce de febrero de dos mil veintidós
, se radicó la apelación con el número **********/2022/SS y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta, a la autoridad demandada Organismo Descentralizado de la Administración Pública Estatal denominado Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí,**********para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de veinticinco de febrero de dos mil veintidós
 se recibió escrito firmado por **********, en su carácter de Subdirectora de Asuntos Jurídicos del Organismo Descentralizado de la Administración Pública Estatal denominado Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual desahogo la vista otorgada a la autoridad demandada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora.

V.- En acuerdo de dos de marzo de dos mil veintidós, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. A la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, y 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.
Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********, en su carácter de apoderado legal de la parte moral actora “**********personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en el auto de admisión de demanda de tres de agosto de dos mil veintiuno
, al exhibir la copia certificada del acta notarial doce, tomo milésimo septuacentésimo sexagésimo tercero, a cargo del protocolo del licenciado **********, notario público cinco, con ejercicio en esta ciudad capital, donde consta el poder general para pleitos y cobranzas y administración de bienes otorgado por la empresa al compareciente.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte moral actora y recurrente el dieciséis de diciembre de dos mil veintiuno (según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 533 del expediente de origen), por lo que en términos del artículo 40 primer párrafo del mismo código procesal
 dicha notificación surtió efectos el diecisiete del mismo mes y año, de manera que el plazo de interposición del recurso transcurrió del cuatro de enero al once de febrero dos mil veintidós; en ese lapso no deben contarse del diecisiete de diciembre de dos mil veintiuno, al tres de enero de dos mil veintidós, al haber sido el segundo periodo vacacional de este Tribunal, el ocho, nueve, veintinueve y treinta de enero, cinco y seis de febrero de dos mil veintidós, debido a que fueron sábados y domingos, y el siete de febrero de dos mil veintidós al ser día inhábil por Ley, así como del doce al veintiocho de enero de dos mil veintidós al ser suspendidas las actividades jurisdiccionales de este Tribunal con motivo de la emergencia sanitaria provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID 19)
; por lo que si el recurso de apelación se presentó el uno de febrero del presente año, se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece la fracción I del citado artículo 152; lo anterior es así, toda vez que el acto impugnado en el juicio contencioso lo constituye el oficio ********** de fecha ocho de junio del dos mil veintiuno, en el cual el Director de Administración de Servicios de Salud del Estado, niega el pago solicitado por el actor respecto de la cantidad de  $2,679,850.55 (dos millones seiscientos setenta y nueve mil ochocientos cincuenta pesos 55/100 M.N.), por concepto de generación de daños y prejuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno de los que se generaron y generen hasta el pago total de lo condenado y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, respecto de los trabajos complementarios y extraordinarios del contrato de obra pública a precio alzado número **********. 
De modo que el asunto excede a la cantidad de mil quinientas UMA (Unidad de Medida de Actualización) al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al treinta de noviembre de dos mil veintiuno era de $89.62
 (Ochenta y nueves pesos 62/100 M.N.), el cual elevado mil quinientas veces resulta en $134,430.00 (Ciento treinta y cuatro mil cuatrocientos treinta pesos 00/100 M.N.), por lo tanto el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.
No se soslaya que el promovente en su escrito de apelación justifica la procedencia del mismo por considerar que el asunto es de importancia y transcendencia; sin embargo, como se dijo en párrafos arriba por ser una cuestión de orden público y análisis preferente, la procedencia del recurso debe ser examinada de oficio, independientemente de que si la parte apelante precisó, o no, el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual esta Sala Superior debe superar tal inexactitud.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Para una mejor ilustración, procede realizar una síntesis de las actuaciones judiciales que integran este asunto.

a). Por escrito presentado el catorce de julio de dos mil veintiuno, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ********** en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral ********** demandó del Organismo descentralizado de la Administración Pública denominado Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, los siguientes actos: 
“El oficio **********, de fecha 8 de junio del 2021, notificado el día 18 de junio del 2021, en el cual el director de administración de servicios de salud del Estado niega el pago de la obra **********. 
De modo que se genera una negativa de cumplimiento al pago de la cantidad de  $********** el pago por concepto de generación de daños y prejuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno de lo que se generaron y generen hasta el pago total de lo condenado y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, respecto de los trabajos complementarios y extraordinarios del Contrato de obra pública a precio alzado número **********nombre de la obra: construcción de oficinas de la jurisdicción sanitaria número VII, adjudicado en fecha 27 de noviembre del 2013, con fecha de contrato 13 de enero del 2014 y concluido el 27 de marzo del 2015, referente al contrato de obra pública a precio alzado número **********de lo cual ante la falta de pago de los trabajos extraordinarios y que se ordenaron realizar a mi poderante esta se le han violentados los derechos fundamentales, los principios pro persona, pro homine, fundamentación, motivación, legalidad, seguridad jurídica, ponderación, efecto útil, proporcionalidad, efectividades, progresividad, congruencia a los principios generales del derecho, y económicos.”

b). Mediante auto de tres de agosto de dos mil veintiuno
, la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada Organismo descentralizado de la Administración Pública denominado Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, para que produjera su contestación a la demanda.

c). Carga procesal que por proveído de uno de septiembre de dos mil veintiuno, se tuvo por cumplida en tiempo y forma, dada la presentación del escrito de veintitrés de agosto de dos mil veintiuno
, por **********, en su carácter de Subdirector de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de San Luis Potosí, carácter que acreditó con la copia certificada de su nombramiento, conforme lo establece el tercer párrafo del artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
.
d). Seguido el juicio en todas sus fases, de conformidad con lo establecido en el artículo 245 del Código en mención el treinta de septiembre de dos mil veintiuno, se desahogó la audiencia de ley y se citó para resolver en definitiva.
e). Dictándose sentencia el treinta de noviembre de dos mil veintiuno, en la cual, la Segunda Sala Unitaria determinó carecer de competencia para conocer y resolver sobre las pretensiones de la actora, respecto al pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, en relación con el contrato de obra pública a precio alzado número **********, celebrado el trece de enero del dos mil catorce, en virtud de que el mismo, fue celebrado con cargo a recursos federales, y, por ende, sobreseyó el juicio, en razón de advertir que existía cosa juzgada, ya que consideró que los argumentos expuestos por dicha parte procesal en su demanda de nulidad, ya habían sido materia de estudio y pronunciamiento al resolverse el diverso expediente 261/2018/2 del índice de la propia Segunda Sala Unitaria, en donde se declaró el sobreseimiento por análogos motivos.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.
OCTAVO. Estudio. Los agravios formulados por la parte recurrente resultan infundados, mismos que se analizan de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, al estar dirigidos a que se analicen de fondo, los conceptos de impugnación esgrimidos en el juicio contencioso administrativo, al estimar que no existe cosa juzgada.

Para dar inicio al estudio de los agravios, se estima necesario recordar las consideraciones en que se sustenta el fallo reclamado.
En la resolución apelada, de treinta de noviembre del dos mil veintiuno la Segunda Sala, determinó el sobreseimiento del juicio, al considerarse legalmente incompetente para conocer y resolver sobre las pretensiones de la actora consistentes en la procedencia o improcedencia del  pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, en relación con el contrato de obra pública a precio alzado número **********celebrado el trece de enero de dos mil catorce.
Lo anterior al sostener, haber tenido a la vista para resolver el expediente **********/2018/2 del índice de la Resolutora A quo, del que advirtió que los conceptos de nulidad ya habían sido materia de estudio y pronunciamiento en el mencionado expediente, siendo las mismas partes y acto impugnado que las que componen la Litis en el asunto del que emana el fallo recurrido, en el que también se sometió a potestad de la Enjuiciadora el estudio del cumplimiento de pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños y perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, respecto del mismo contrato de obra pública **********. 

Para tal fin, refirió que en los autos del diverso expediente **********/2018/2, dictó sentencia definitiva el veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, en la que se determinó sustancialmente lo siguiente:
“(…)

En tal virtud, dado que la obra materia del contrato número **********, se ejecutó con recursos federales correspondientes al “Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud”, los cuales, de conformidad con lo dispuesto en los referidos artículos 25 fracción II y 30 de la Ley de Coordinación Fiscal, son con cargo a aportaciones federales; y por otra parte, el artículo 6º de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado, establece que las obras públicas y los servicios relacionados con las mismas, que realicen las instituciones con cargo total o parcial a fondos federales, se sujetarán a las disposiciones legales federales de la materia; a juicio del suscrito Magistrado, este Tribunal carece de competencia para conocer respecto de la interpretación y cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia que los hayan celebrado entidades federativas o municipios, pues, lo que define la competencia para conocer del asunto que se plantea, lo es el carácter federal de los recursos empleados en la celebración del mencionado contrato de obra.

En este contexto, al advertirse que los recursos del “Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud”, constituyen recursos de naturaleza federal que la Federación transfirió a la hacienda pública del Estado de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal antes citado, acorde a la tesis de jurisprudencia 2ª./J.62/2015 (10ª), la competencia para conocer de este tipo de controversias corresponde al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la cual se cita a continuación:

“CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RESOLVER SOBRE SU INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO, CUANDO LOS CELEBREN ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, CON CARGO A RECURSOS FEDERALES.- De la interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones VII, XV y XVI, y 15 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se advierte que este órgano jurisdiccional conocerá del juicio contencioso administrativo regulado en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, promovido contra resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la administración pública federal, así como de las resoluciones emitidas conforme a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y para dirimir lo concerniente a las sanciones administrativas, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; de donde se sigue que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es competente para conocer de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto que lo que da la competencia es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias.”
Ello es así, toda vez que conforme a lo establecido en el criterio citado, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en dicha jurisprudencia, se avocó a determinar cuál es la vía procedente para demandar sobre la interpretación y cumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados con las mismas, celebrados con cargo a recursos federales, en los que intervengan entidades federativas o municipios; y al respecto estableció que para resolver sobre la interpretación y cumplimiento de contratos de obra con cargo a recursos federales, con independencia de que se hayan celebrado con entidades federativas o municipios, resulta competente el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa -ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa-. 

Cabe señalar que, el Suscrito Magistrado, Titular de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, no soslaya, que conforme a lo establecido en la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí; la cual tiene por objeto, regular y coordinar las acciones relativas al ejercicio, control y evaluación de los recursos federales del Ramo 33, que para efectos de su operación se constituyen en fondos estatales, al momento de ser recibidos por el Ejecutivo del Estado; tanto lo es, que dichas aportaciones no pierden el carácter de recursos federales; toda vez que el carácter de fondos estatales es exclusivamente para efectos de su administración, asignación, distribución, ejercicio y comprobación en su caso, así como para la supervisión y el control de su correcta aplicación conforme a lo establecido en el artículo 5° de la referida ley.

Asimismo, no obsta para concluir lo anterior que, en la cláusula trigésima segunda, del contrato de obra pública ********** las partes acordaran que el mismo se regirá “por las Leyes Federales de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones que de ellas emanen, en vigor”, y que en caso de que surja “cualquier controversia relacionada con el presente contrato, las partes acuerdan expresamente someterse a la jurisdicción de los Tribunales Federales de San Luis Potosí, S.L.P”, así como que la parte actora a foja 7 de su escrito de demanda señale que atendiendo a la naturaleza y objeto del citado contrato se debe atender a la indiscutible intención de que este tribunal sea quien resuelva la controversia, toda vez que la jurisdicción -entendida como la potestad del Estado para dirimir controversias, depositada en tribunales federales o locales para administrar justicia- no puede prorrogarse, ni ser materia de convenio o renunciarse, porque es un atributo de la soberanía, esto es, la jurisdicción no puede ser producto de la voluntad de los particulares sino que dimana de las disposiciones legales aplicables.

En virtud de las consideraciones anteriores, se considera que este Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer y resolver sobre la las pretensiones de la actora, consistente en la procedencia o improcedencia del pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños  perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas; en relación con el contrato de obra pública a precio alzado número **********, celebrado el trece de enero del dos mil catorce; en virtud de que el mismo, fue celebrado con cargo a recursos federales.

En esa tesitura, con base en los numerales 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, artículo 25 fracción II de la Ley de Coordinación Fiscal y 6 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, al carecer este Tribunal de competencia para pronunciarse respecto de la interpretación y cumplimiento del contrato planteado por la persona moral actora en el presente juicio; ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría las garantías de legalidad y de seguridad jurídica derivadas del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y cuya inobservancia conduciría a que fuese inválido lo resuelto.

En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de materia, este Tribunal no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, dado que ello no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia en materia Administrativa, con número de Registro 2012548, localizable en la Décima Época, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282, que a la letra dice:

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y fundado y con apoyo en los artículos 1º, 2º, 7º fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se;

(…)”

De lo anterior, la a quo señaló que dicha sentencia había quedado firme, pues las partes no promovieron ningún medio de defensa en su contra, lo que desde luego, actualizó la institución jurídica de cosa juzgada; y, por ende, resultaban inatendibles por inoperantes los conceptos de impugnación hechos valer.
Ahora bien, resulta conveniente precisar que dicha figura jurídica “cosa juzgada” (del latín res judicata), se entiende como la inmutabilidad de los resuelto en las sentencias o resoluciones firmes. Así, la cosa juzgada se configura sólo cuando una sentencia debe considerarse firme. Es decir, cuando no puede ser impugnada por los medios ordinarios o extraordinarios de defensa. 

Ésta, encuentra su fundamento y razón en la necesidad de preservar y mantener la paz y la tranquilidad en la sociedad, con medidas que conserven la estabilidad y la seguridad de los gobernados en el goce de sus libertades y derechos, y tiene por objeto primordial proporcionar certeza respecto a las relaciones en que se han suscitado litigios, mediante la inmutabilidad de lo resulto en una sentencia ejecutoriada.

Siendo entonces, la institución resultante de una resolución obtenida de un proceso judicial seguido con las formalidades esenciales del procedimiento, conforme a los artículo 14, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 17, que señala que las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para garantizar la independencia de los Tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. 

Así, la relación armónica de estos dos artículos Constitucionales instituye a la cosa juzgada como la resulta de un juicio, llegando al punto en que lo decidido ya no es susceptible de discutirse; privilegia la garantía de acceso a la justicia prevista en el segundo párrafo del citado artículo 17 dotando a las partes en litigio de seguridad y certeza jurídica.

La naturaleza trascendental de esa institución radica en que no sólo recoge el derecho a que los órganos jurisdiccionales establecidos por el Estado diriman los conflictos, sino también el relativo a que se garantice la ejecución de sus fallos. Por lo anterior, la cosa juzgada es uno de los principios esenciales del derecho a la seguridad jurídica, en la medida en que el sometimiento a sus consecuencias constituye base esencial de un Estado de derecho, en el apartado de la impartición de justicia a su cargo.

Ahora bien, como se adelantó, los agravios del recurrente son infundados, los cuales se hacen consistir en que, en el fallo impugnado no se actualiza la cosa juzgada al no haber sido estudiado el fondo del asunto, ya que refiere que en el diverso juicio de nulidad **********/2021/2 el acto impugnado consistió en la resolución con folio ********** y en el expediente **********/2018/2 fue una negativa ficta, por lo que existe un nuevo acto susceptible de un nuevo estudio, al no estar resuelto el fondo del asunto por declararse el sobreseimiento del anterior juicio, al haberse declarado legalmente incompetente para conocer de la controversia sometida a su consideración, entonces sostiene que por no estar determinada la validez o invalidez de la negativa de pago de los demandados, no se actualiza la cosa juzgada formal, ni material.
Lo que se sostiene, puesto que en la sentencia de veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, dictada en el diverso juicio **********/2018/2, por la Segunda Sala Unitaria la cual tuvo a la vista para resolver el fallo apelado, se determinó el sobreseimiento derivado de la incompetencia por fuero de la Sala Unitaria para pronunciarse respecto de la interpretación y cumplimiento del contrato de obra pública a precio alzado número ********** celebrado el trece de enero del dos mil catorce, en virtud de que el mismo, fue celebrado con recursos federales correspondientes al “Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud” y de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado, las obras públicas y los servicios relacionados con las mismas, que realicen las instituciones con cargo total o parcial a fondos federales, los que se sujetarán a las disposiciones legales federales de la materia; lo que de suyo, generaba la competencia al Tribunal Federal de Justicia Administrativa; y como lo dice la Sala de Origen, ello adquirió firmeza al no haber sido recurrido por las partes.

Ello es así, porque si bien es cierto el acto impugnado en el juicio contencioso **********/2018/2 consistió en una negativa ficta y en el que nos ocupa **********/2021/2**********se siguió contra la resolución con folio **********de ocho de junio de dos mil veintiuno,**********ambos del índice de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo cierto es que la pretensión en ambos juicios fue en análogos términos, es decir, la procedencia del pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas; en relación con el contrato de obra pública a precio alzado número **********, celebrado el trece de enero del dos mil catorce, por lo que contrario a lo alegado en agravios, es correcto que el tribunal A quo determinara se actualizaba la cosa juzgada refleja.
Sobre la cosa juzgada refleja, ya se ha pronunciado la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, en la que estableció el carácter de inmutabilidad de lo resuelto en las sentencias firmes.

Explicó que, en sentido estricto, la cosa juzgada refleja tiene consecuencia directa en los juicios que lleguen a promoverse por las mismas partes, sobre la misma causa aducida y el mismo objeto, impidiendo que lo resulto previamente pueda discutirse a posteriori, siempre que al respecto existe sentencia firme.

Por otro lado, el alto Tribunal afirmó que la cosa juzgada refleja
 se refiere a la posibilidad de que una sentencia ejecutoriada surta efectos sobre un juicio posterior, aun cuando no exista identidad entre las partes, causa y objeto, siempre que de los elementos que integren la nueva litis se desprenda que existe una interdependencia en los conflictos de interés y, en consecuencia, lo resuelto dentro del proceso anterior, deba tomarse en cuenta para resolver el conflicto posterior a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias.
De la explicación anterior se desprende que los elementos cuya existencia resulta necesaria para la actualización de la cosa juzgada refleja son: 

a. La emisión de una sentencia ejecutoria.

b. La promoción de un juicio posterior.

c. La relación sustancial de interdependencia respecto al objeto sobre el que versen tales juicios.

d. La sujeción de las partes a la obligatoriedad de la sentencia firme del primer juicio.

e. Por último, que en dicha sentencia se emita un criterio preciso, claro e indudable sobre alguno de los presupuestos lógicos respecto de los que verse el nuevo juicio.

Entonces, en el caso en revisión en esta Alzada, fue debido que se actualizó la cosa juzgada refleja, ya que se trata de las mismas partes
 y existe una relación sustancial de interdependencia entre la litis del juicio contencioso **********/2018/2, y la que corresponde al juicio contencioso que nos ocupa **********/2021/2**********ambos del índice de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en virtud de que en ambos casos la pretensión de la promovente consiste en el pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños y perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, respecto del contrato de obra pública **********, celebrado el pasado trece de enero del dos mil catorce.
Con base en lo anterior, en el caso que nos ocupa el sobreseimiento decretado surgió a causa de la declaratoria de incompetencia por fuero de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para conocer del asunto, en lo que atañe a la interpretación y cumplimiento del contrato de obra pública a precio alzado número ********** celebrado el trece de enero del dos mil catorce, al determinar que los recursos empleados fueron de origen federal correspondientes al “Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud” y de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado, las obras públicas y los servicios relacionados con las mismas, que realicen las instituciones con cargo total o parcial a fondos federales, los que se sujetarán a las disposiciones legales federales de la materia; lo que de suyo, generaba la competencia al Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

En ese sentido, debe decirse que la competencia de un órgano jurisdiccional es la idoneidad para conocer de un asunto, en el que la ley le otorga facultades para tal efecto, y cuando emite determinación al respecto, puede impugnarse; empero, por su falta de impugnación, es indefectible que adquiere el atributo o calidad de cosa juzgada, lo cual, como lo sostuvo la Segunda Sala, aconteció en el presente caso.
Lo anterior encuentra apoyo en el criterio que se comparte I.11o.C.97 C (10a.), emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, registrado bajo el número 2016448, del rubro y texto:
“COSA JUZGADA. REVISTE ESA CATEGORÍA LA INCOMPETENCIA FIRME DECRETADA EN EL PRIMER AUTO RECAÍDO A LA PRESENTACIÓN DE UNA DEMANDA MERCANTIL, POR TANTO, ES LEGAL LA DESESTIMACIÓN DE UNA NUEVA DEMANDA QUE PLANTEA LA MISMA PRETENSIÓN, HECHA POR EL PROPIO ACTOR, CONTRA EL MISMO DEMANDADO Y CON BASE EN LOS MISMOS ASPECTOS FÁCTICOS QUE YA SE HABÍAN PLANTEADO EN AQUÉLLA. La cosa juzgada es la autoridad de definitividad y ejecutividad que adquieren las resoluciones jurisdiccionales, dotando a las partes en litigio de seguridad y certeza jurídicas. Implica que lo juzgado ya no es susceptible de discutirse, en aras de salvaguardar el derecho fundamental de acceso a la justicia previsto en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Su finalidad consiste en que exista certeza respecto de las cuestiones resueltas en los litigios, mediante la invariabilidad de lo fallado en una sentencia o resolución ejecutoriada, ante el riesgo de que al tramitarse un nuevo juicio en el que se ventilen las mismas cuestiones que en el anterior, por los mismos sujetos y conforme a iguales o similares causas, se pronuncien sentencias contradictorias con la consecuente alteración de la estabilidad y seguridad jurídica. Esta institución puede entenderse en dos sentidos: uno formal o procesal, y otro sustancial o material. El primero implica la imposibilidad de impugnación de una decisión jurisdiccional, bien porque no exista recurso contra ésta, o porque se ha dejado transcurrir el término señalado para interponerlo; en el sentido sustancial, material o de fondo, la cosa juzgada alude al carácter irrebatible, indiscutible e inmodificable de la decisión reflejada en una resolución. Su objetivo inmediato es establecer el carácter definitivo de las situaciones jurídicas creadas o determinadas en la resolución jurisdiccional de que se trate. Su atributo no es propio de las sentencias que resuelven el juicio en lo principal, sino de todas las decisiones que el juzgador puede emitir durante un proceso. Por su parte, la competencia de un órgano jurisdiccional es la idoneidad para conocer de un asunto, en el que la ley le otorga facultades para tal efecto, y cuando emite determinación al respecto, sea en el auto inicial de un juicio, o en un incidente de incompetencia, puede impugnarse; empero, por su falta de impugnación, o una vez emitida la resolución de alzada, es indefectible que adquiere el atributo o calidad de cosa juzgada, desde el punto de vista formal o procesal, porque en su contra no se interpuso el medio de impugnación correspondiente, y desde el punto de vista sustancial o material, porque esa decisión definitiva se torna indiscutible e inmodificable agotado el recurso procedente, o no existir en su contra medio de defensa o recurso ordinario alguno. En cualquiera de los dos supuestos, la determinación sobre competencia es cosa juzgada, ya no puede ser rebatida desde ningún punto de vista y en ninguna oportunidad. Por tanto, cuando existe un pronunciamiento de incompetencia, decretado en el primer auto recaído a la presentación de una demanda mercantil, respecto de la cual no se agotan los medios de defensa procedentes o agotados éstos se resuelve el tema, se actualiza la cosa juzgada. En este sentido, debe considerarse legal la desestimación de una nueva demanda que plantea la misma pretensión, hecha por el propio actor, contra el mismo demandado y bajo los mismos aspectos fácticos que ya se habían planteado en una demanda anterior, pues sobre este nuevo planteamiento opera la institución de la cosa juzgada, cuando la demanda previa fue desestimada por una cuestión competencial.”

Hasta lo aquí expuesto, se considera correcto que la Segunda Sala Unitaria estimara la actualización de la cosa juzgada refleja, ya que existe una relación sustancial de interdependencia entre la litis del juicio contencioso **********/2018/2, y la que corresponde al juicio contencioso que nos ocupa **********/2021/2**********ambos del índice de la misa Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en virtud de que en ambos casos la pretensión de la promovente consiste en el pago de la cantidad de **********, por concepto de generación de daños y perjuicios, el pago de intereses moratorios al tipo legal por falta de pago oportuno y los gastos financieros generados por las cantidades no pagadas, respecto del contrato de obra pública **********, celebrado el pasado trece de enero del dos mil catorce.
Es decir, lo resuelto en el juicio **********/2018/2, tiene eficacia refleja en el diverso juicio **********/2021/2, porque ambos procedimientos versan sobre la misma cuestión, decidir sobre la procedencia o improcedencia del pago solicitado, de manera que lo resuelto en el primero debe tenerse en cuenta para decidir el segundo, a fin de que no se dicten sentencias contradictorias y se haga prevalecer la seguridad jurídica.
En virtud de las anteriores consideraciones, ante la imposibilidad señalada, resulta innecesario el estudio del resto de los agravios expuestos por el recurrente, los cuales están encaminados a que se analice el fondo del asunto, es decir sobre la procedencia o improcedencia del pago solicitado.

En ese orden, toda vez que los agravios analizados en el presente considerando fueron infundados, procede confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de treinta de noviembre de dos mil veintiuno, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2021-2.
Por último, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia, tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expuso el A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de la imposibilidad expuesta; lo que implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones de fondo invocadas por éste; y por ende, conlleva a la confirmación del fallo apelado.
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de de treinta de noviembre de dos mil veintiuno, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********/2021/2, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte moral actora “********** y por oficio mediante buzón electrónico a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 546 de los autos del Juicio de Origen


� “ARTÍCULO 152….


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 15 a 18 del Toca


� Foja 46 del Toca


�“ARTÍCULO 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Obra agregado a fojas 348 a 350 de los autos del juicio de origen.


� ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.





�“ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen. …”


� Acuerdos Generales Administrativos TEJA/01/2022 y TEJA/02/2022/ADM del Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, relativo a las medidas de contingencia, lineamientos administrativos y protocolos de acceso y prácticas en las instalaciones del Tribunal para las actividades, durante la emergencia sanitaria provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID 19), de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 y Primero de los instrumentos mencionados, se suspendieron las actividades jurisdiccionales del doce al veinticuatro de enero y del veinticinco al veintiocho de enero de dos mil veintidós, con excepción de los casos previstos en el propio acuerdo.


� � HYPERLINK "https://www.inegi.org.mx/temas/uma/" �https://www.inegi.org.mx/temas/uma/�


� Escrito de demanda, fojas 3 y 4 que obra agregado a los autos del expediente 498/2021-2


� Fojas 348 a 350 del Exp. De origen 498/2021-2


� Fojas 357 a 444 del expediente de origen.


� “ARTÍCULO 220. …


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”





� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2018057 Instancia: Primera Sala Décima Época Materias(s): Civil Tesis: 1a./J. 30/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 59, Octubre de 2018, Tomo I, página 651 Tipo: Jurisprudencia “COSA JUZGADA REFLEJA. DEBE ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA AUNQUE NO HAYA SIDO OPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR ALGUNA DE LAS PARTES.  La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 52/2011,(*) de rubro: "COSA JUZGADA. DEBE ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA AUNQUE NO HAYA SIDO OPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR ALGUNA DE LAS PARTES.", consideró que el deber del juzgador de analizar de oficio la cosa juzgada se justifica de manera central, a partir de la inmutabilidad y autoridad de las sentencias ejecutoriadas, ya que debe privilegiarse la certeza jurídica, frente al derecho de oposición de las partes; y porque la necesidad de la certeza es imperiosa en todo sistema jurídico, de tal suerte que lo decidido en la sentencia ejecutoriada es el derecho frente al caso resuelto, que no podrá volver a ser controvertido, evitándose con ello, la posibilidad de que se emitan sentencias contradictorias. Ahora bien, este criterio es aplicable, en lo conducente y de manera analógica, respecto de la institución de cosa juzgada refleja, en cuanto a que el análisis de oficio de ésta, debe realizarse cuando el juzgador advierta su existencia, ya sea porque se desprenda de autos o por cualquier otra circunstancia. Pues al margen de las diferencias de una y otra, lo relevante es que ambas obligan al tribunal que conoce del juicio posterior a no resolver lo que ya fue definido en un juicio previo, con la finalidad de evitar decisiones contradictorias sobre una misma cuestión, sobre la base de que debe privilegiarse la certeza jurídica frente al derecho de oposición de las partes.”





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 163187 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 198/2010 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Enero de 2011, página 661 Tipo: Jurisprudencia “COSA JUZGADA INDIRECTA O REFLEJA. SU EFICACIA DENTRO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La institución de la cosa juzgada debe entenderse como la inmutabilidad de lo resuelto en sentencias firmes, sin que pueda admitirse su modificación por circunstancias posteriores, pues en ella descansan los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica; sin embargo, existen circunstancias particulares en las cuales la eficacia de dicha institución no tiene un efecto directo respecto a un juicio posterior, al no actualizarse la identidad tripartita (partes, objeto y causa), sino una eficacia indirecta o refleja y, por tanto, el órgano jurisdiccional debe asumir los razonamientos medulares de la sentencia firme -cosa juzgada- por ser indispensables para apoyar el nuevo fallo en el fondo, sobre el o los elementos que estén estrechamente interrelacionados con lo sentenciado con anterioridad y evitar la emisión de sentencias contradictorias en perjuicio del gobernado. Ahora bien, si en términos del artículo 40, párrafo tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, alguna de las partes hace valer como prueba superveniente dentro de un juicio contencioso administrativo instado contra actos tendentes a la ejecución de un diverso acto administrativo, la resolución firme recaída al proceso donde se impugnó este último y se declaró nulo, procede que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa aplique lo resuelto en el fondo de dicha ejecutoria, haga suyas las consideraciones que sustentan el fallo y declare la nulidad de los actos impugnados, a fin de eliminar la presunción de eficacia y validez que, en términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y del Código Fiscal de la Federación posee todo acto administrativo desde que nace a la vida jurídica, evitando así la emisión de sentencias contradictorias.”





� Actor **********Autoridad demandada “Organismo Descentralizado de la Administración Pública Estatal Denominado Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí”.


“ARTÍCULO 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 


(…)


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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